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1 . LoS VALORES DE LA DEMOCRACIA: CIUDADANÍA AMPLLADA Y EL IMPERIO 
DE LA LEY 

_L/a idea de democracia, como gobierno que se ejerce por los ciudadanos, di~ 
rectatnente o a través de sus representantes, surge en la antigua Grecia. Luego, 
gana terreno en el mundo modemo -especialmcnte en los siglos XVII y XVTTT- 
con el fortalecimiento del Parlamento inglés, la independencia de los Estados 
Unidos de América y la Rcvolución Francesa, y es la forma predominante de 
gobierno en nuestros días en la mavor parte del mundo. Las democracias mo- 
dernas se basan en dos valores centrales: la ciudadania yimpliada y el imperio 
dc la ley. La ciudadanía ampliada es el reconocimiento de los derechos civiies, 
políticos y sociales de las personas -los derechos a la libertad, expresión y par- 
tícipacidn política, y a una vida digna y con igualdad de oportunidades para 
todos. La expresión «imperío dc la ley» {rnle of laiv) consagra el principio de 
que existen reglas acordadas por la población, a través de sus instítuciones ie- 
gislativas y jurídicas, que regulan las relaciones cntre las pcrsonas y entre estas y 
el Estado, y se sobreponen a los intereses o preferencias individuales o gmpales 
-nadie está por encima de la ley. 

A lo largo de los siglos, el concepto de ciudadanía, antes limitado a los 
hombres adultos, con exclusión de esclavos y extranjeros, se ha ido amplian- 
do hasta alcanzar, en las sociedades modernas, bajo regímenes democráticos, 
una casi universalización de los derechos ciudadanos. Es así como, hoy por 
hoy, la dcmocracia es inseparable del respeto por los derechos índividuales, 
el pluralismo político, el respeto por las minorías, h participacíón de los ciu- 
dadanos en la elección de sus autoridades, la garantía de defensa contra el 
poder arbitrario de los gobernantes y, en forma creciente, la introducción 
de los derechos sociales. L n concepto amplio de ciudadanía, en términos del 
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ejercicío de derechos civiles, políticos y sociales, tiende a imponerse en las 
democracías comemporáneas. 

Una de las fortalezas de la democracia, pero también una de sus debilida- 
des, es la separación que introduce entre la vida pública y la vida privada de las 
personas. En los regimenes totalitarios esta distinción no existe. F.n ellos, Ias 
capas dominantes de la sociedad esperan que los gobiernos encarnen y se hagan 
cargo de todos los aspectos de la vida (materiales, espiritualcs, comunitarios 
y religiosos), a la vez que se dan ei dcrecho de imerferir y comandar la vida 
privada de las personas, tambicn en todos sus aspectos. En las demoeracias, las 
esferas de autoridad de Ios gobiernos están deÜmitadas de manera explícita y las 
personas son libres para vivir y actuar como deseen, con el Iímite de !a garan- 
tía de los derechos de los demás. Es por esto que los regímenes dcmocráticos 
son los más capaces dc acomodar las diferencias, procesar en forma pacífica 
las disputas de ínterés y preferencias quc ocurren en todas las sociedades y de 
garantízar, cn el mediano plazo, los derechos sociales de igualdad de oportu- 
nidades, empleo, educación, salud, protección social v padrones dignos de vida 
para todas las personas. En los regímenes totalitarios, las disputas políticas se 
transforman con facilidad en confJictos radicales entre el bien y el mal, entre 
amigos v enemigos, que muchas veccs conducen a la vioJencia y a la elíminación 
físíca de los adversarios. 

La debilidad de las democracias, sin embargo, resíde en que las personas, 
espcciahnentc cn tiempos de cambio y de crisis, esperan de sus gobiernos más 
que la simple administración de los servicios y el procesamiento pacífico de los 
conflictos de ínterés. Las democracias modernas fueron creadas a partir de la 
constirución de los Estados nacionales, los que muchas veces han tratado de 
ir rms allá de )a simple administracíón de los Íntereses comunes, en busca de 
rcprcscntar -y a veces crear- ciertos valores cívicos de ¡dentidad cultural, con 
apelaciones nacionalistas, religiosas o étnicas que van más allá del sentido de la 
democracia como garantía de los dcrcchos ciudadanos. Si, por una parte, esta 
ampliación de funciones ha trai'do una cierta legitiniidad y apoyo a los gobier- 
nos, el la también, espccialmente cuando se le asume en forma exagerada, ha per- 
niitido abrir espacios a las experiencias totalitarias que terminaron por destruír 
los fundamentos mismos de ía democracia. El siglo XX estuvo marcado por una 
larga y dolorosa histona de democracias fracasadas y regímenes autoritarios, 
surgidos casi siempre con la promcsa de superar la crisis económica, social y 
moral de sus sociedades, culminando todo ello en una verdadera tragedta. 

Los valores propios de la democracia no pueden ser los de una cultura, 
nacionalidad, religión o identidad étnica particular, sino los valores universales 
del pluralismo, la tolerancía, la diversidad y las libertades indivíduales. Adicio- 
nalmente, los regímenes democráticos necesitan ser eficientes y cumpiir bien 
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con sus tareas: mantener condiciones adeeuadas para el funcionamíento de la 
econonn'a, admínistrar redes de protección y servicios sociales, proteger a la 
población en situaciones de conílictos externos y catástrofes naturales, y lidiar 
con los problcmas cada vez. más complejos crcados por e.l cambio climático y la 
degradación ambiental. La competencia fnncional de los regímenes democrá- 
ticos no deríva automáticamente ní de su adhesión a los valores democráticos, 
ni de la existencia de las instituciones clásicas de la democracia representativa. 
Ella depende de un trabajo permanente de constmcción institucional, tras la 
búsqueda de formatos y mecanismos que puedan, a la vez, fortalecer y dar ex- 
presión plena a los principios democráticos y desarrollar la eapacidad funcional 
dc los gobicrnos de lidiar con la agcnda económica, social y ambiental de las 
sociedades contemporáneas. 



2. Democracia directa y sistemas representativos. 

La dcmocracia directa, que los atcnicnses ejercían tomando sus decisiones en 
la plaza pública, sería la forma más pura de democracia. Sin embargo, ella no es 
compatible con las características de las socíedades modernas. Cuando los ciu- 
dadanos son millones y las decisiones son complejas, ellas necesitan ser adop- 
tadas por pcrsonas -líderes, representantes, administradores, especíatistas- que 
tengan autoridad y delegación para actuar en nombre del interés común, y que 
tengan los recursos institucionales necesarios para hacer que ellas sc cumplan. 
En !a democracia, esta autoridad y delegación jamás son ilimitadas y tienen que 
Kacerse según procedimientos legales, garantizando la Jibertad y los derechos 
de expresión de las minorías (Dahl 1985, 1998). Es este respeto por las institu- 
ciones, las formalidadcs legales y el pluralísmo, lo que distingue a ios regímenes 
democráticos de los autoritarios, Ios que muchas veces pueden llegar a tener, 
aunque sea en forma efímera, el apoyo de la mayoría de la población. 

La gran mayoría de los países latinoamerícanos vive hoy un serio pro- 
blema de pérdida de legitimídad de sus sistemas representativos, con mucha 
desconfianza e incredulidad de las poblaciones en relación a sus dirigentes y 
a las insrituciones de gobierno, EI optimísmo que predomínó hacia fines de la 
década de 1970 y comienzos de la de 1980, con el fin de los regímenes autori- 
tarios, ha dado lugar a una preocupación creciente en torno a la capacidad de 
las nuevas democracias de responder a las expectativas que se han depositado 
en ellas. Esta situación ha llevado a propuestas de. creación de mecanismos de 
partícipación y control directos de Íos ciudadanos en las decisiones que les con- 
ciernen, en sustimción de las institucioncs y autoridades formales. Esta situa- 
ción va generalmente acompañada del surgimiento de h'deres carismáticos que 
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ganan prestigío y poder al oponerse a los procedimientos regulares de la vida 
democrática, como voceros de principios morales y éticos más elevados. 

La teoría política muesrra que no hay cómo agregar mecánicamcnte las 
prcferencias de los indrviduos en una preferencia gencral (Arrow 1951), y exis- 
tirán siempre diferencias de ínformación y preferencias entre la población y 
sus representantes, haciendo difícil, sino imposihle, que los pnmeros controlen 
totalmente el comportamiento de ]os segundos. F.s esencia), en una democracia, 
que el principio de representatividad sea garantizado,y que existan mecanismos 
regulares y previsibles que permitan a los ciudaclanos evaluar a sus dirigentes y 
confirmar, o no, sus mandatos. Pero es esencial, también, que existan liderazgos 
quc scan capaces de expresary dar forma a los intereses difusos de la sociedad y 
valorar el uso y el perfeccionamiento de las instituciones democráticas. 

3. Rf.presentatividad y cobernabilidad 

Entre los especialistas existe una discusión permanente respecto de la mej'or forma 
dc organización de los sistemas representaüvos -presidencialismo o parlamenta- 
rismo, sistemas uni o bicamerales, multi o bipartidistas, mayoritarios o propor- 
cionales, amplia libertad o restricción para la creación de parridos políticos, entre 
otros. Parte de la discusión riene que ver con la represt-ntativktiul. Si el núrnero de 
votos necesaríos para elegir a un congresista es el mismo en todo el país y si la 
proporción de congresistas por parrido corresponde a la proporción de electores 
que han votado por los diferentes partidos, se puede decir que la representati- 
vidad es perfecta. Los diferentcs sistemas electorales, sin embargo, altcran esta 
representativídad de diferentes maneras, variando el número de representantcs 
de las distintas rcgiones v distritos elcctores, creando los más variados sistemas 
electorales -casi tantos como países existen. Así, por ejemplo, en América Larina, 
Ecuador, Bolivia, Chile, Argentina, Colombia y Brasil, cn ese orden, están entre 
los 20 países con peor representarividad en las cámaras de diputados, en una lista 
de 78 países para los cuales hay datos. En los pafses que ticnen senados, Argen- 
tina, Brasil, Bolivia, República Dominicana, Venezuela y Chile, también en ese 
orden, están entre los 10 peor representados cn estas cámaras, de un total de 25 
países para los cuales hay infonnación (Samuels y Snyder 200!). 

Cuando la representatividad es baja, la mayoría de los electores -que no 
entiende la complejidad de Ios procedimientos electorales- muehas veces se 
olvida de los nombres de las personas por quienes han votado y no rienen cómo 
mantenerse informados acerca de la actuación de sus supuestos representantes. 
Todo lo que pueda ser hecho para aproximar a los elcctores a los elegidos -y es- 
tos a aqucllos-, tornar más simples y transparenr.es las reglas de representación 
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y hacer fluir hacia los electores la informacion sobre lo quc íiacen los elegidos, 
contribuye a mejorar la legitimidad de los sistemas representativos. Esto no 
significa, sin embargo, que no existan situaciones en las que hay que dar más 
voz y representativídad a determmados sectores, sobre todo en países marcados 
por importantes diferencias étnicas y regionales. 

L r n segundo problema es el de la gabernttbtl'tdtid. Gobiernos que necesitan 
negociar con un gran número de partidos y actuar dentro de limitaciones lega- 
les que defmen la forma y la destinación de los recursos públicos, tienen más di- 
ficultad para tomar decisiones y responder a las prioridades que se piantean. El 
parlamentarismo europeo resuelve este prohlema de una manera relativamente 
símple, al hacer del Ejecutivo una expresión directa de la mayona parlamenta- 
ría, pero se resiente cuando las fuerzas poluicas representadas en el Parlamemo 
se fragmentan. En las Américas predomina el sistema presidencialista, que da al 
Presidente un mandato político propio, que muchas veees no coincide -o dere- 
chamente se contrapone- a ks mayorías representadas en el ParJamento. Esto 
estimuia el hiperpresidencialismo, que afecta lospoderes y atribuciones del po- 
der legislativo -y a veces tambíén del poder judicial— , concentrando demasiado 
poder en el Ejecurivo. El conflicto potencíal entre el Ejecutivo y el Legislativo 
puede ser reducido cuando los gobiernos son fonnados, en la práctica, por ga- 
binetes de coalíción con fuerte apoyo pariamentario, práctica que se institucio- 
naliza en los regímenes semipresidenciales, en que los ministerios dependen del 
voto de confianza parlamentana (Amorim Nero 2006). 

En ambas formas dc gobicrno, presidencial y parlamentaria, existe el pro- 
blema de la oposición entrc las responsabilidades del Ejecutivo, en el ámbito 
nadonal, y los mandatos de los parlamentarios, los que suelen responder a ló- 
gicas localcs, regionales o sectoriales. Los regímenes parlamentarios tienden a 
fottalecer los partidos políticos, los que necesitan presentarse ante la población 
con sus programas de gobierno, mientras que en los rcgímeucs presidencialistas 
son las caracterísucas Índíviduales, o de representatividad regional o sectoríal 
de los candidatos, las que predominan. 



4. Partidos fouticos y movimientos sociales 

Más allá de las característieas de los sistemas electorales y de las relaciones en- 
tre el Ejecutivo y el Congreso, está la cuestión de la Iegitimidad de los partidos 
políticos, quc son el cana) por el cual se procesa la selección de los represcntan- 
tes y dirigentes políticos. Muchos países de América Latina jamás han tenido 
sístemas parüdarios estables, mientras que, en otros, los antiguos partidos po- 
líticos han sufrido un proceso grave de deterioro. No se espera, en un régimen 
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democrárico, que las personas escén codo e! tiempo movilizadas políricamente, 
por el hecho mismo de la libertad y autonomia de que gozan en ia vida privada. 
Pero sí se espera que, en los momentos en que son llamados a elegir a sus re- 
presentantes, ios ciudadanos enriendan que los partidos son los llamados a re- 
presentarlos, valorizando su papel. Desgraciadamcnte, como bien sabemos, eso 
no siempre ocurre asj'. Es así, por ejemplo, que la encuesta EcoSocial, realizada 
en los principales centros urbanos de siete países de ía región, en 2007, muestra 
que, en todos ellos, el 80% o más dc ías personas tiene baja o ninguna confianza 
en los partidos polítícos (Valenzuela et al. 2008). 

Diterentes soluciones han sido propuestas o intentadas para resolver esta 
situación, en busca de acercar más los partidos a los clectores. Muchos países, 
en las décadas de 1 980 y 1990, trataron de descentralizar la administración pú- 
blica, haciendo que Ias autorídades gubemamentales estuvieran nvás próximas a 
los cíudadanos. Otros países intentaron ampliar la oferta partidaria, facilitando 
la crcación de nucvos partidos. Otro movimiento, en cl mismo sentido, fíie la 
adopción del sistema de primarias para la elección de los candidatos. Nfinguno 
de estos caminos ha producido, por sí mismos, buenos resultados. En la visión 
de Mustapic, la descentralización administrativa «contribuyó al cotapso del sís- 
teraa de partidos tradicional y a la emergencia de 'otitsidt'rs' en Venezuela y 
Perú, a la polarizaeión política y territorial en Bolivia, y a la fragmcntación del 
sistema de partidos en Colombia y Ecuador^; la permisividad para la creación 
de nuevos partidos «introduce confusión y opacidad en el proceso electoraí» y 
afecta el derecbo de los ciudadanos a elcgir de manera informada; la prolifera- 
ción de hstas y candidatos vuelca las energías de los parcidos a los procesos de 
nominación y competencia interna, tornando difícil que ellos se presenten ante 
los electores como instituciones o movimientos con programas e ideoiogías 
políticas consistentes y, en fin, Jas votaciones primarias, al potenciar la voz de 
los grupos más militantes y organizados, no lleva de hecho a una democrati- 
zacion de la parricipación polírica (Mustapic 2007). Otra vía para aumentar la 
legitimidad de los partidos sería hacerlos más cercanos y corresponsables de la 
implementación de las polítícas de los gobiernos. Esto sería ímportante para los 
gobiernos, en la medida en quc los partidos podrían dar m*ás legitimidad y apo- 
yo a sus políticas, y tambíén para la opinión pública, que tendría más facilidad 
para identificar los partidos con determinadas opciones. Esto signiíic-aría, en la 
práctica, aproximarse más al modelo político patlamentarista (Lamounier et al. 
1991) o, por lo menos, eliminar la norma que todavía existe en muchos países 
que prohíbe que miembros del Legislativo ocupen puestos en cl Ejecutivo, La 
nijsma desconfianza que existe en relación a los parcidos, sin embargo, es un 
importante obstaculo a las propuestas de cambio insticucional que tengan por 
objerivo darles más poder y responsabilidad. 
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La crisjs de los sistemas partidanos se haee más seria por el heeho de que 
hoy en día existen muchas otras formas de expresión y participación, política 
y socia!, a través de organizaciones y movimientos de la sociedad civil, o del 
resurgimiento de las identidades étnicas, culturales y religiosas que acrúan por 
fuera de los canales políticos tradicionales,sea como grupos de presión sobre los 
gobiernos, sea buscando crear nuevas formas de organización política y social 
(Sorj y Martuccellí 2008). Los gobiernos, a diversos niveles, tratan también de 
estimular la participación de personas en diversos niveies de la administración, 
desde consejos y gnipos de trabajo de alto nivel, para la discusión y elaboración 
de propuestas de mediano y largo piazo, hasta consejos comunitarios locales 
para el seguimiento, evaluación y apoyo de las actividades de las agencias pú- 
blicas en áreas como salud, educación y servicio social. Finalmente, sc da una 
tendencia creciente por parte de los gobiernos a implementar sus políticas a 
través de la transferencia de recursos para organizaciones civilesy privadas, que 
pueden o no tener objetivos de lucro, 

Hay muchos aspectos positivosen estos procesos de parricípaciónampliada 
dc la ciudadam'a, pero hay también aspectos negativos, debido a la fácil captura 
de las organizaciones y movimientos sociales por personas que se autodefinen 
como representantes de determinados segmentos o sectores de la población, y 
que, de hecho, afectan los derechos de la mayoría no militante, en términos de 
hacer valer sus preferencias e intereses. En dermiciva, con todos sus problemas, 
no se han identificado todavía mccanismos superiores al de los partidos políti- 
cos formales, las elecciones periódicas y los procesos legislativos regulares para 
procesar y dar expresión a las preferencias de la mayoría, a Ia vez que proveer 
de legiümidad a ios gobiemos. No existen recetas simples para los problemas 
de representatividad y gobemabjlidad en losregímenes democráticos, lo que no 
significa que los formatos legalcs e institucionales sean irrelevantes. Dentro de 
Ias pecuharidades de cada país, existen principios gencralcs qae deben ser bus- 
cados para garanrizar que los procesos electorales competitivos se mantengan, 
y que existan posibilidades reales de cambio en las estructuras de gobierno y 
de poder, a través de los procesos electorales (Przeworskj y Maravall 2003). Lo 
anterior, para que la población se sienta representada por los gobiernos que ha 
elegido, para que el poder ejecutivo pueda gobernary para que los parlamentos 
puedan ejercer sus funciones legislativas y de fiscalización en relación a los ac- 
tos del Ejecutivo. En América Latina siempre se ha criticado la rormalidad mu- 
chas veces vacía de las normas legales e institucionales, en contraposición a las 
prácticas informales, cuando no ilegales, del día a dfa. Es una tensión que existe 
de hccho, pero que no se puede resolver por la consagración de la ílegalidad y 
de la informalidad, sino que por la construcción progresiva de un orden íegal 
más justo, equítativo y democrático, 
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5. De I.A DEMOCRACIA LI8ERAI. A I,A DEMOCRACIA SOCIAL 

¿Qué temas y euestiones deben ser objcto de acciones y deliberaciones por 
parte de un Estado democrático? Las democracias occidentales crecieron junto 
con la afirmación de la libertad y de !a autonomia de tas personas, y la separa- 
ción entre la vida privada, a ser ejercida con amplia libertad, y la vida pública, 
que solamente debía lidiar con cuestiones que afectan al bien común. El Esta- 
do democráüco es laico, no opuesto, sino separado de la religión; garantiza la 
propiedad privada y la libertad de comercio; y da amplia libertad a la expresión 
de opinionesy a la circulación de información acerca de los temas que puedan 
inreresar a los ciudadanos. 

Esta democracia mim'malista, sin embargo, no ba resistido a la lógica 
de transformación de los Estados nacionales y a la creciente demanda en 
el ámbito de los derechos sociales, los que hacen que el solo ejercicio de 
las Übertades individuales sea insuficíente, por si' mismo, para resolver esas 
demandas y aspiraciones. Las democracias contemporáneas, con diferencias 
importantes entre los distintos países, intervienen en ia vida económica co- 
brando impuestos, haeiendo inversiones, regulando los mercados; actúan cn 
la formación profesional, moral y técnica de los ciudadanos a través de la 
educación pública y el financiamiento de la cultura, la investígación científíca 
jrja innovación; crean sistemas obligatorios de protección social; y defienden 
los intereses del Estado nacional y los bienes económicos y culturales a él 
asociados a través de ]a política externa y, cuando es necesario, por el uso de 
la fuerza militar. 

La amphación de las funciones de los Estados modernos hizo que la demo- 
cracia no fuese capaz de mantenerse únicamente por la sola vía de la critica libe- 
ral a los regímenes absolutistas, y sobre la base de la afirmación de los valores y 
derechos individuales. Se hizo necesario que los Estados dernocráticos moder- 
nos fiiesen capaces de expresar y llevar adelante los ideales colectivos de orden 
económico y justicia social en sus diferentes aspectos. Las limitaciones del Es- 
tado liberal mínimo son bíen conocidas. Dejadas al libre juego de los mercados 
y a la acción de los ciudadanos, las sociedades no tienen cómo desarrollar servi- 
cios públicos, reducir la desigualdad entre las personas y las regiones, mejorar 
la educación, crear sistemas de protección social y salud pública, y lidiar con los 
problemas crecientes de degradación ambiental y cambios climáticos. Los mer- 
cados mismos necesitan ser regulados y la creciente internacionalización de los 
flujos de mercancfas, dinero, personas e informaciones requiere de la presencia 
activa de gobiernos compctentes en las diferentes arenas internacionales en que 
se hace necesana su contribución al desarrollo de nucvas formas de coopera- 
ción v de gobernabilidad internacional. La crisis fmanciera de 2008, al margen 
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de todo anáüsis simplista, no ha hecho más que reforzar esta caracteristica de 
los Estados democráticos modernos. 

Estas accioncs no requieren -en realidad, son mcompatibles- sin embargo 
de regímenes políticos que pretendan planear el futuro en sus detalles y coman- 
dar verticalmente la economía y Ja sociedad. Los gobiernos, por más competen- 
tes que sean, no tienen eómo reemplazar la infinidad de decisiones e iniciativas 
¡ndividuales que dan fherza y dinamismo a las sociedades y economías con- 
temporáneas. Las tentativas de creación de grandes sistemas de planificación 
centralizada llevan, casi siempre, a ]a creación de aparatos burocráticos caros 
e incompetentes, cuando no a poiíticas desastrosas y al sofocamiento de las 
iniciativas individuales. Los regímenes democráticos no necesitan de grandes 
planes, sino que de poJíticas sectoriales bien estudiadas y definidas que puedan 
llevar adelante acciones eficaces en áreas como la educación, la innovación, el 
transporte púlilico, ]a energía, el medio ambiente, la protección social, la saiud, 
la seguridad pública y la administración de los complejos urbanos metropoli- 
tanos. Cada una de estas áreas y otras no mcncionadas son lo suficientcmentc 
complejas como para hacer necesaria la existencia de agencías públicas alta- 
mente compctentes, que tengan capacidad de hacer uso de los conocimientos 
técnicos y cíentíficos especi'ficos de su sector y que puedan actuar directamente 
y en colaboración con otros sectores de la sociedad civil y el sector privado, y 
con difcrentcs niveles y seetores del gobierno. 

Pocos gobiernos nacionales o Jocales en América Latina tienen la capaci- 
dad para lidiar con estas cuestiones (Echebarría 20O6). Cuando csta capacidad 
existe, ella suele estar más desarrollada cn las árcas de poh'tica económíca, ad- 
minismición financiera y política fiscal, que en las demás. Tampoco los paí- 
ses más desarrollados, quc han logrado establecer administraciones públicas 
profesionales y coinpetentes, logran llevar adeJante sus políticas sectorjales sin 
Ja participación y colaboración activa de amplios sectores de la sociedad. Los 
recursos humanos, intelectuales, organi zacionales y materiales que las socieda- 
des contemporáneas poseen en sus universidades, empresas y organizaciones 
volunrarias son mucho más amplios de lo quc la administración pública puede 
movilizar con sus propios medios. 

I^as polfticas públicas, para que sean bicn diseñadas, adoptadas, ímplemen- 
tadas y evaluadas, dependen de estos recursas y capacidades de toda la sociedad, 
así como de la legitimidad poli'tica que resulta de la participación activa de los 
diversos sectores de la sociedad en la formulación e ímplementación de polí- 
ticas de largo plazo y de interés común. El buen éxito de Jas políticas públicas 
depende tamlúén de la relación que se pueda establecer entre los gobiernos 
nacionales, estaduales, provinciales y locales, en que sc dividen los países desde 
cl punto dc vista politico-administrativo. El supuesto de Jos Estados federales 
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es que los gobiemos locales cuenten con recursos financieros y humnnos nece- 
sarios para atender a sus necesidades Iocales, a la vez que los gobiernos de nivel 
más alto se hagan cargo de cuestiones dc interés regíonal, nacionai e interna- 
cional. En la práctica, la capacidad financiera, humana y administrativa de los 
gobiernos locales suele ser muy variable, mientras que los gobíernos ccntrales 
son los que tienen más recursos materiales, administrativos v legales para ao 
ruar. En este contexto, los sistemas federativos se transforman con faciíidad en 
sistemas clienceJistas, en que los gobiernos locales depcnden dc ios beneficios 
que puedan obtener en fiinción de su capacidad de negocíar y apoyar polítíca- 
mente Sl gobíerno ccntral, el que, a su vez, depende de los políticos regionalcs 
y locales como base de sustentacíón política. Muchas veces, el resukado de esta 
lógica clientelista es una seria limitación cn la capacidad de actuación de los 
gobiernos centrales, sin que con esto aumente la capactdad de actuación de los 
gobiernos locales (Abrucio 1998). 



6, El CONTEXTO ÉTICO Y MORAL DE LAS SOCrEDADES DEMOCRÁTICAS 

La vjda política no ocurre en el vacío ni se limita al ámbito dc las instituciones 
políticas en cuanto tales, sino quc depende, en gran medida, deun cicrto con- 
texto ético y moral que se desarrolla y consolida en un conjunto de instiruciones 
que son Ios componentes fundamentales de las democracias contemporáneas. 

En América Latina, los políticos y los electores son muchas veces criti- 
cados por buscar en la política la satisfacción de sus intereses privados y no 
el bicn común de la población. Pero esta es una realidad que existe en todas 
parres. La diferencia entre las democracias latinoamericanas y las democracias 
más ejemplares o exitosas de Europa no está en que los políticos y ciudadanos 
de un lado sean más egoístas y los dcl otro, más altruistas, sino que en Europa 
existe mayor estabilidad y previsibüidad de las instituciones, en contraste con 
la prccariedad institucional de la gran mayoría de los países latinoamericanos. 
La importancia de las instituciones es hoy ampliamente reconocida, aimque no 
se sepa con seguridad cómo ellas evolucionan y se consolidan. Cuando las ins- 
titucíones son estables, existen fucrtes recompensas para proyectos personales 
y familiares de largo plaxo, la construcción de carreras y reputaciones profesio- 
nales. y la partieipación política de los ciudadanos en términos dc garantizar, 
perfeccionar o encontrar nuevas formas para la permanente mantención y rc- 
novación de csas instituciones, Cuando las instituciones no existen, son frágiles 
y el fliruro es incierto, predominan las estrategias individuales de corto plazo, la 
falta de confianza entre las personas, los comportamientos predatorios y, en eí 
otro extremo, la búsqueda de respuestas Ínmediatas v simplistas a los problemas 
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sociales, económicos y morales que se acumulan. Son extremos que, en la prác- 
tica, muchas veces se aproximan, generando combinaciones de oportunismo 
políticn y de ideologías totalitarias que constituven uno de Ios rasgos centrales 
de los regímenes totalitarios de ayer y hoy. 

Los procesos de consrrucción de las bases morales e institucionales de las 
sociedades democráticas son lentos v la expcricncia histórica muestra que ellos 
incluyen por lo menos cuatro aspectos principales: la consolidación de las pro- 
fcsiones, empezando por las que üenen relación con la vida pública, como el 
derecho, la vida religiosa y la actividad militar, de donde salen los cuadros que 
estrucruran y dan permanencia a las carreras profesionales de los Estados nacio- 
nales, junto con profesiones tales corao la medicina y la ingeriíería; el desarrollo 
de los sistemas cducativos y de las universidades, que dependen también de la 
consolidación y fortalecimiento de !as profcsiones académicas y dcl magisterio, 
con un ainplio papel de elaboración y transmisión de valores, conocimientos 
y competencias, y de creación de caminos legítimos y aceptados de movilidad 
social; la presencia de empresarios e insrituciones sindicales que se organizan 
y compiten para la producción y repartición de la riqueza y dependen, para su 
prosperidad, de mercados basados en relaciones laborales, comerciales y em- 
presariales estables, en la previsibílidad de los contratos, en la estabilidad de la 
moneda, en los derechos de asociación y en la proteeción de las partes contra 
la intervención arbítraria del Estado en k vida económica v en los dcrcchos de 
propiedad; y, finalmente, los siscemas parridarios abiertos, que regulan los pro- 
cesos de disputa y acceso al poder pob'tico. 

Además de estas instituciones centrales, las sociedades dcmocráricas abren 
espacio para una gran variedad de organizaciones y asociaciones voluntarias, de 
carácter locaJ o nacional, de tipo cultural, religioso, deportivo, de caridad y de 
defensa y propagación de ideas y valores que dan rexrura, estabilidad y sentido 
adicionales a la vida social y comunitaria de las personas. En ei ámbito especí- 
ficamente polftico, !as insrituciones defmen cuáles son los particípantes legíri- 
mos e ílegítimos en los procesos de decisión, agregan y estahilizan a los actores 
relevantes que parricipan en los proccsos políticos, crean padrones estables de 
representación y amphan los horizontes de tiempo en relación a las expectativas 
de los difercnres agentes que participan de los procesos políticos (O'Donnell 
1998a, 1998b). 

En la medida en que Ja sociedad se hace mas compleja, se puede esperar que 
las insrimcioncs crezcan y se fortalezcan, permitiendo la coordinación y la aren- 
ción a las necesidades de las personas. Estos procesos de institucionalización, sin 
cmbargo, no son armónicos ni sc dcsarrollan naturalmeiue. Están siempre in- 
conclusos. Las nuevas tecnologias, los nucvos medios de comunicación e infor- 
mación, los cambios generacionalesy los procesos internacionalcs dc movilidad, 
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todos ellos tienden a cuestionar las viejas instituciones, abriendo espacios para 
nuevas incertidumbres y nuevas formas de vida cn sociedad. Las instituciones 
se resienten euando aumentan los niveles de movilización e hipermovilización 
social, cuando las personas 110 encuentran instituciones adecuadas para canali- 
zar sus dcmandas, así como en situaeiones de extrema fragmentación partidaria 
y de dificultad de constituir gobiernos o coaliciones de mayoría, sittiaciones que 
muchas veces terminan comprometiendo o afectando la legirimidad, eficiencia 
y efectividad del sistema polírico en su conjunto. Ninguna democracia moderna 
se constituye sin que sus instituciones centrales estén consotidadas, pero evi- 
rando formaros insutucionales y códigos morales rígidos, a la vez que permane- 
ciendo ahiertas a la experímentación, la innovación y Ja incertidumbre. 

Es en este contexto que debe ser entendido el problema de la corrupción 
política. Las discusíones sobre eorrupción suelen concentrarse en sus conse- 
cuencias prácricas de corto plazo: si ellas perjudican o faciliran los ncgocios, o si 
es un problema gravc o tm mal necesario, y de importancia secundaria, para la 
conquista y el ejercicio deJ poder político. El problema principal de la corrup- 
ción, sin embargo, no es su dimensión esti-ictamente moral -que parece no pre- 
ocupar mucho a grandes sectores de la población, y tampoco, lamenrablemente, 
a muchos intelectuales y formadores de opínión en América Latina-, ni sus 
consecuencias prácricas, de corto plazo, sino ío que ella señala como padrón de 
comportamiento para la sociedad en la vida del trabajo, de la educación, de las 
relaciones de mercado y hasta de la vida misma en familia. Cuando el sisrema 
político es corrupto, prevalecen Jos comportarnientos predatorios, las institu- 
ciones no se consolidan, la sociedad no desarrolla las bascs de confianza sin las 
cuales los regímenes democráticos no pueden funcionar adecuadamente. 'Ibdas 
las sociedades, en distintos grados, experimentan problemas decorrupción, pero 
existe una gran díferencia entre situaciones en que la corrupción es, claramente, 
un problema marginal y de naturaieza criminal, y situaciones en que eila está en 
la base del ejercicio del poder económico y político (Schwartzman 2008). 



7. Las instituciqnes de gobierno en América Latina 

Además de los diseños institucionales necesarios para forralecer la represenrati- 
vidad política y la gobernabilidad, es necesario que las instituciones de gobierno 
en democraeia -Ios poderes legislativo, ejecutivo y judicial- puedan funcionar 
adecuadamente, cumpliendo bien con las funciones que les son propias, con 
reconocimiento y aprobación por parte de la sociedad. Los países de América 
Latina, en su casi totalidad, están todavía muy lejos de alcanzar dicho objetivo, 
sin perjuicio de Ios avances en esa dirección. 
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Kl Parlamentu 

En sus orígenes, el Parlamento, surgido por oposición a las monai-quías absolu- 
tistas, fue la institución dcmocrática por excelencia, eiaborando constituaones, 
formando y destituycndo gobiernos, controlando el cobro de ímpuestos y el 
uso de rccursos públicos, y colocando límites, a la vez que orientando la acción 
dcl poder judicial. Éá los regímenes presidcncialistas, como los de América La- 
tina y Estados Unidos, el Ejecutivo mantiene sus bases propias de legitimidad 
y poder, mientras que el Legislativo funciona sobre todo por reacción a sus 
iniciativas, aprobando o rechazando sus proyectos de ley. En algunos casos, 
e! Legislativo es lo suficíentemente fuerte como para hacer que el Ejecutivo 
incorpore a sus reprcsentantes e intcreses en la formación de los gabinetes y 
en la elaboración de políticas económicas y soeiales, de mediano v largo plazo. 
En otros casos, el poder del Legislativo no va más allá de la capacidad de sus 
miembros de negociar, caso a caso, las condiciones de su apoyo al Ejecutivo y, 
finalmente, hay siaiaciones en que el Legislativo es totalmente pasivo, apoyan- 
do de forma automádca las iniciarivas del Ejecutivo, sin mayores necesidades de 
participación o negociacion (iVlorgenstern y Nacif 2002). 

F'-xisten tres cuestiones centrales en relación al ftmcionamiento de los sis- 
tcmas legislativos en América Latina: su papel como apoyo u obstáculo a la 
acción del Ejccutivo, la legitimidad de los mandatos legislativos y el ejercicio 
efectivo de las funciones que se puede esperar que sean cumplidas por dicho 
poder del Estado. Muchas veces existe una tensión entre dar apoyo y fortalecer 
la gobernabilidad que resulta de ia acción de! Ejecutivo, en poííticas y acciones 
del ámbito nacional, y la atención a ías demandas y expectativas de los electores, 
generalmente de tipo local, regional o sectorial. 

La actuadón del poder legislativo en sns relaciones cou el Ejecutivo y su 
impacto sobre la gobernabilidad, han sido objeto de muchas ¡nvestigaeiones y 
estudios, los que muestran que, en casos como el de Brasil, en que el control 
formal de los partídos sobre los congresistas es reducido, con serios problemas 
de representatívidad y el predominio de comportamienros clientelistas, el Le- 
gislativo no constítuye, necesariamente, un obstáculo a la gobernabilidad (Amo- 
rim Xeto 2006; Figueiredo y Limongi l L ) l N). La gobernabilidad es facilitada 
cuando el partido del Presidente detenta una mayoría cn el Parlamento o bien 
cuando los gabinetes son organizados con la participación de los parddos que 
apoyan al gobierno -lo que se ha denomínado «presidencialismo de coalición». 
Cuando este dpo de coalición no es posible, existe la tentación, por parte del 
Ejecutivo, del «presidencialismo iúlpenaj», a través del uso -y, a veces, del abu- 
so- de prerrogatívas legislatívas, de diferentes formas de interferencía y presión 
sobre los demás poderes públicos, o bien de recurrir a la consulta plebiscitaria. 
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El potencial destructivo de estas situaciones es muy alto, debido a la au.se.ncia 
de mecanismos institucionales que permiten la sustitución deJ Presidente o la 
disolución del Parlamento con el llamado a nuevas clccciones, corao formas de 
resolver los impasses fuera de los calendarios electorales previamente estableci- 
dos. El semipresidencialismo, como existe hoy en países como Francia y Finlan- 
dia, ha sido sugerido como una forma de resolver esta situación, preservando la 
autonomía y el papel político e institucional del jefe de Estado, pero sometien- 
do al gabmete ministerial a la aprobación y eventual veto del Legislativo. 

Cuando los partidos políticos controlan las üstas de candídatos al Parla- 
mento, la dependencia de los eícgidos en relacíón a los líderes partidarius suele 
ser fuerte, lo que facilita e.l establecirniento de aeuerdos polfücos entre el Con- 
grcso y el Ejecutivo. Aimque estc control no sea explíeito, los parlamentarios 
que integran los partidos de gobierno y apoyan al Ejecutivo tienen más acceso a 
recursos instimcionales y financieros para ellos y sus electorcs, que los que tie- 
nen los de oposición o los Índependientes. Esto hace que, muy frecuentemente, 
congresistas opten por cambíar de partido y apoyar al Presidente, aunque hayan 
sido elegídos por partidos dc oposición. 

La subordinación de los congresistas al Ejecutivo, si bien puede facilitar la 
gobernabilidad, también puede reducir la obügación que tienen los parlamen- 
tarios de atender a las demandas de sus electores y, de esta manera, afectar su 
propia legitimidad. Esta última es una función importante del poder legíslativo, 
distinta de las políticas más genéricas y globales que son propias dcl Ejecutivo 
(Carey 2003). Por otra parte, sin embargo, la línea que separa Ia legídma defen- 
sa de intereses sectoriales de la lísa y llana apropiación privada de recursos pú- 
blicos por parte de los políticos, no siempre es clara y se toma partieularmente 
oscura cuando, una vez terminadas las elecciones, los vínculos entre electores 
y elegidos se diluyen. Dif'erentes modalidades de voto distrital, con mandatos 
construidos con fuertes vínculos iocales, de tipo mayoritario, puros o combi- 
nados con votos en listas partidarias, basados en votación proporcional, han 
sido propuestos para resolver esta situación. Además de facilitar el contacto 
entre los elegidos y los electores, el voto mayoritario puede tener otros efectos, 
como el de reducir el número de partidos, lo que puede ser ímportante para la 
gobernabilídad, aunque resulte en una reducción del pluralismo político y par- 
tidario. No existen recetas fáciles para reformar los sistemas de representación, 
los que necesitan hacer compatibles objetivos aparentemente contradictorios 
como son, por un lado, facilitar la gobernabílidad y dar consistencia a la acción 
de los partidos y, por otro, abrir espacios para dar lugar a la expresión polítíea 
de las minorías y fortalecer los vfnculos entre electores y elegidos. Claramente, 
ninguno de los dos extremos es deseable, por lo que es partc del artc de la polí- 
tica diseñar, en cada contexto, los formatos institucionales más adecuados. 
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Además de las funciones convencíonales de apoyar u oponerse a la acción 
del Ejecutivo y de defender los intereses de sus electores, eJ poder legíslativo 
tiene la responsabilidad de formular y aprobar leyes que establezcan y garanti- 
ccn los dcrcchos de las pcrsoncs; dcfinir las reglas para la recaudadón de im- 
puestos y el uso de los recursos publicos; y estabiecer los límitcs de la autoridad 
de I05 demás poderes del Estado, entre otras reglas que definen la convívencia 
en sociedad. 

junto con los parlamentos nacionales, existen asambleas regionales, pro- 
vinciales y municipales, que tienen responsabilidades semejantes en sus respec- 
tivas jurisdicciones. Para cumplir con sus tareas, los legislativos necesitan de 
apoyo tccnico cspccializado, cl que existe cn su propio ámbito poiftico-admi- 
nistrativo, o bien debe ser proporcionado por los partidos políticos o grupos 
sociales a los cuales los legisladores están asociados. En la mayoría de los países 
de la región, la iníciativa de proyectos de ley más importantes suele ser del 
Ejecutivo, que después negocia los ajustes y detalles con los legisladores. La 
existencia de asesorías profesionales, como las que existen en Estados Unidos y 
en Aiemania, dan al poder legislativo mcjores condiciones para relacionarsc con 
el Ejecutivo de forma menos asimétrica. Sin embargo, para que estas funciones 
se-an cumplidas, es necesario que los legjsiadores tengan interés en cumplir a 
cabaiidad con las funciones que les son propias. Cuando esto no ocurre, ios 
recursos a disposición del Legisiativo se transforman en simples ventajas a ser 
util¡2adas por los legisladores y sus asociados más cercanos. 

Uno de los problemas que afectan al poder legislativo, sobre todo a nivel 
regional y municipal, es el distanciamiento crecíente que sc advierte cntre sus 
áreas de competencia formal y el espacio territorial c institucional en que se 
plantean las cuesriones que más afectan a los ciudadanos en su vida cotídiana. 
Cuestiones ccntrales para las grandes metrópolis como el sistema de trans- 
porte público, la seguridad y las obras de saneamiento, requieren de adminis- 
traciones regionales que muchas veces no existen o carecen de ía autoridad 
suficiente. Por su parte, los asuntos relacionados con la activídad económica, 
el empieo, las políticas de salud y otras, generalmente son administrados a 
nivei nacíonal, fuera del alcance de los iegislativos locales. Esta situación de 
desvinculación de los parlamentarios respecto de algunas de estas funciones 
básicas a nivel municipal o rcgional contribuye a un alejamiento en relación a 
sus electores y rcpcrcute negativamcnte en lo que constituye una de las hases 
de legitimidad del orden democrátíco. Por una partc, esta situacián estimula el 
surgimiento de nuevas formas de participación y representación de la sociedad, 
que se presentan como más auténtieas y directas, pero con los conocidos ries- 
gos de una virtual usurpación del interés general por parte de pequeños grupos 
más organizados, y por otro lado, justifica propucstas políticas populistas y 
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autoritarias de sustitución de las instituciories democráticas encabezadas por 
líderes carismáticos v moviraientos sociales. 



El Ejecurivo 

Una característica central del poder ejecutivo en ías sociedades democráticas 
es su transformación de simples instrumentos de dominación de determina- 
dos sectores de la sociedad, a una agencia responsable por ta coordinación e 
implementación del bien común. La desigualdad social y los conflictos de inte- 
rés siguen existiendo en las sociedades democráticas, a la vez que los procesos 
elcctorales no se rcducen simplemente a la elección de una autoridad, sino que 
resultan en procesos reales de transferencia y cambio de poder. De hecho, una 
CLjracterística central de la riemocracia es que ks disputas de poder se hacen 
segiíu reglas insritucionalizadas y aceptadas por todas las partes, reduciendo 
dc esta forma los niveles de conflicto. Una de las importantes diferencias entre 
los sistcmas democráticos y los no dcmocráticos, cs que, en buena mediria, los 
gobiernos elegidos democráticamente tienen una amplia base de apoyo y tegiti- 
midad, y gobiernan a partir de un consenso general sobre el orden dernocrático 
y sus funciones, las que transcienden las difcrcncias y conflictos de Ínterés. Otra 
característica de íos sistemas democra'ticos es que la apropiación privada del 
patrímonio público por parte de los gobernantes es considerada como ilegítima 
y abusiva. 

Estos fundamentos de consenso y probidad en el ejercicio del poder pú- 
blico no resukan automáticamente de los procesos elcctorales o legislativos, 
sino que suponen un proceso de consoJidación institucional que la mayoría de 
íos países latinoamericanos no ha completado, A falta de estos, los procesos de 
transición política son muchas veces traumátícos, las cuestiones de conquista, 
mantención y distribución de los beneficios del poder se hacen más impor- 
tantes para los gobiernos que la implementación dc políticas, y las acciones 
gubcrnamentales suelen ser erráticas, con una fuerte prioridad dada a decísio- 
ncs simples y de fuerte impacto electoral y de opinicm pública, en pcrjuicio de 
actividades más compleias, menos visibles y de más largo plazo. 

Para superar esta situación, en que el Ejecutivo recibe un mandato para 
gobernar, pero sín que los mecanismos de gestión y de relación con la socie- 
dad estén plenamente establccidos, el poder ejecutivo necesíta evolucionar tan- 
to hacia adentro, creando estructuras adminísu-ativas profesionales, estables y 
competentes para cumplir las funciones que se solicitan cada vez más de los 
Estados modemos, como hacia fuera, defimendo con claridad las relaciones del 
gobierno con el sector privado y la sociedad civil. 
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El foTtalecimíento del se¡~uicw púb/ico 

El desarrollo hacia adentro consiste, en parte, en la creación de una adminis- 
rracion pública semejanre a la que fue descrita hace cien años por Max Weber 
como una burocracia racional y legal, pero lo cierto es que debe ir más allá 
de esto. AJgunas de las características de las burocracias clásicas siguen siendo 
importantes, como la estricta separacion entre los inrereses privados y el ejer- 
cicio de las funciones públicas, así como la impersonalidad en la vinculaeión 
entre los funcionarios y los ciudadanos, tratando a todos como iguales. Otras 
características, sin embargo, han evolucionado, empezando por el hecho de que 
el funcionario público de hoy no puede actuar únicamente cumpliendo con !a 
letra o la mera formalidad de la Iey, sino que debe estar comprometido con los 
rcsukados sustanrivos de las ftinciones que están bajo su responsabilídad. 

En el pasado, las actividades de )os funcionaríos eran sobre todo legales y 
procesales. Estas actividades tradicionales siguen cxistiendo, pero los Estados 
modernos regulan la econonua, hacen inversian.es, crean y administran sistemas 
de energía, comunicación y transporte público, proveen servicios de salud y 
educación, administran prisiones, producen estadístícas económicas y de po- 
blación, y cumplen con una infinidad de otras acdvidades que requieren de 
competencias técnicas y profesionales. Es imposible prever y prescríbir, en las 
leyes y reglamentos, todos los detalles para el cumplimiento de estas activida- 
des. Las dcmocracías latinoamericanas todavía oscilan entre los extremos de las 
regulaciones burocráticas rígidas, que coartan la iniciativa y la creativídad de los 
funcionaríos y técnicos, y de 3as estructutas totalmente informales, que abren 
espacío para decísiones arbitrarias y abusos de poder. 

AJgunos piensan que estas acrividadcs más sustnntivas, como la provisión 
de satud y educación,no deberían ser ejercidas exelusívamente por el scctor pú- 
blico y que quedarían mejor en manos dc la íniciativa pnvada, en la que prevale- 
cen los mecanismos de control de calidad que resultan de la competencia en los 
mercados. Por otro lado, es cierto que el Estado no debe proveer servicios que 
son nonualmenre proporcionados por el sector privado, como la producción y 
distribución de alimentos. Sin embargo, en todas las democracias contempo- 
ráneas el sector públíco es un importante proveedor, aunque no exclusivo, de 
servicios como salud, educación v scguridad pública, entre otros, a la vez que 
las experieneias más extremas de privatización de estas aetívidades no han sido 
siempre positivas. 

La cuestión no es cuáles funciones deben ser total o parcialmente ejercidas 
por los sectores público o privado, sino la manera en que ellas son otgani/.adas, 
implementadas y evaluadas. La experiencia internacional muestra que, cuando 
estas funciones son ejercidas por el sector público, ellas necesitan de sistemas 
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administrarivos manejados de acuerdo a las mejores prácricas profcsionales, al 
interior de instituciones con capacidad de decisión y acción aütónomas, que son 
evaluadas por sus resultados y no solo por la formalidad de sus procedimientos, 
que es !o inás tradicional en el ámbito dc la aduiinistracíón públíca. 

Las experiencias de reforma de los sistemas administrativos en América 
Larina dan cuenta de cuatro procesos principales, cada uno dc ellos con sus 
ventajas, pero también con nuevos problemas que surgen y necesitan ser enten- 
didos y enfrentados. El primero es el de la reforma de la estructura misma de la 
burocracia central del Estado; cl segundo se reficre a los procesos dc descentra- 
lización de los gobiernos nacionales hada los gobiernos rcgionnles y locales; el 
tercero, a los procesos de privarización; y el cuarto, a la contratación externa o 
outsouráng de los servícios públicos, 

En cuanto al primer proceso, si se lo analiza confrontándolo con las de- 
mocracias rnás establecidas o desarrolladas, son pocos los Estados larinoameri- 
canos que han avanzado de manera significativa en ta creación dc burocracias 
públícas formales y estables, con reglas impersonales dc conrratación dc fun- 
cionarios, promociones por mérito y reglas claras de control administratívo en 
el uso de recursos pviblícos (Echebarría 2006). En principio, el mecanismo de 
libre designacíón para los puestos de contíanza dcbería permirir al gobterno 
conducir más de cerca las acrividades de la burocrada pñblica. En la práctica, 
sin embargo, muchos de los nombramientos en estos puestos de confianza son 
políticos, mientras que los firncionarios regulares, protegidos por una legisla- 
ctón favorablc, sc orgamzan cn sindicatos y presionan al gobierno por sueldos, 
en oposición a esfuerzos dirigidos a hacerlos más responsables por los resulta- 
dos de su trabajo, Los esfuerzos por cambiar esta skuación suelen oscilar entre 
dos extremos. Por una parte, para dar más ftexibilidad y capacidad de acción 
al sector público, se crean nuevos formatos institucionales, como fundacioncs, 
empresas públicas y agencias ejecutivas, sometídas a las reglas administrativas 
dei sector privado y supervisadas por los gobiernos en función de sus resulta- 
dos (Beltrao 1968). Por otra parte, para evitar los abusos y la corrupción que 
pueden surgir en siruaciones de mayor libertad, se busca aumentar el control 
formal sobre estas instituciones, haciéndolas volver a las reglas más rígidas e 
ínoperantes de la burocracia formaL 

En el segundo caso, referido a los procesos de descentralización, puede 
decirse que han tenido una mayor consistencia. Este proceso tuvo lugar es- 
pecialmente a partir de las décadas de 1970 v 1980, sobre todo en las áreas de 
educación y salud, y significó ímportantes transferencias de recursos entre los 
diferentes niveles de gobierno (Landerretche y Marfán 2007). La justificación 
para la descentralización suele ser que ios gobiernos ccntrales no rienen ca- 
pacidad gerencial suficiente para admínistrar estos servicíos y llevarlos a las 
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localidades, que serían mejor administrados por ]os gobiemos localcs, y que, 
además, estarían sometidas al control directo de Ja pobkción local. Lo cierto cs 
que estos procesos de descentralización han sido más exitosos en las ciudades 
y regiones mejor administradas, que son generalmente las más ricas, mientrns 
que en las regiones y comunas más pobres y con menos recursos humanos, cstas 
transfereneias pueden ser desastrosas. Una manera de compensar esta situación 
es por la vía de la creacíón de mecanismos compensatorios, de transferencia de 
recursos para las áreas más pobres, pero existe siempre eJ riesgo de que estos 
recursos tenninen siendo apropiados por las elites locales y no lleguen efectiva- 
mente a los más necesitados. Hay bastante evidencia de que en América Latina, 
el proceso de descentralización obedeció menos a una preocupación por el me- 
jor funcionamiento de la administración piíbhca y más a un proceso de dívisión 
del poder que resultó de la fragmentación de los partidos nacionales en países 
como Brasil, Argentina, Colombia, Venezuela y México (Willis et aí. 1999), 

El tercer caso está referido a los procesos de privatización, los que tuvieron 
su apogeo en los años de los ajustes económicos de la década de 1990. Ellos 
respondieron a una doble necesidad; por un íado, de acumular recursos para 
reducir la deuda pública y los gastos corrientes de los gobiernos, y, por otro, 
de permitir que los mercados proporcionasen los servicios que la población 
necesitaba y los gobiernos no proporcionaban, sea por incapacidad adminis- 
trativa o por falta de rccursos para inversiones. Los resultados han sido mixtos. 
AJgunas de estas privatizaciones, en áreas como comunicaciones y telefonía, 
industria pesada, transportes públicos y minería, han tenido buenos resukados, 
generando empresas sólidas que producen servicios y bienes y devuelven a los 
gobiernos impuestos significaüvos. Además de las transferencias de empresas 
y servicios por partc del sector público, el sectur privado creció para ocupar 
nichos íinportames que el sector público no lograba atender plcnamente por 
sus propios medios, como la educación, los servicios de salud y la seguridad per- 
sonal. Sin embargo, no siempre los procesos de privatización fueron Ilevados 
a cabo en forma adecuada, creando espacios para una coiusión de intereses y 
grandes negocios en beneficio de determinados grtipos, y empeorando la cali- 
dad y los costos de los servicios hacía el público. No obstante, estas situaciones 
no pueden ser interpretadas como una condena a los procesos de privatización 
como un todo. 

En el cuarto y último proceso, se advierte una fuerte tendencia, en toda 
la región, a traspasar al sector privado ta ejecución de actividades que perma- 
necen como atríbución del sector público, pero que en su admmistración son 
transferidas a empresas privadas u organizacioncs no gubernamentales. Esta 
contratación externa o outsnurchig ocurre cuando el sector público transfiere la 
ejecución o administración de determinadas actividades a empresas privadas o a 
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organizaciones no gubernamentales de la sociedad civÍI. En su forma más sim- 
plc, ella consiste en la contratación, por parte de la admínistración pública, de 
servicios auxiliares como límpicza, transporte y alimentación. Ella se hace más 
compleja e incluso discutible cuando hay contratación externa de actividades 
que normalmente se consideran ma's propias dcl sector público, como el regis- 
tro de documentos, la seguridad pública y los servidos de apoyo a sectores más 
necesitados de la población, En estos casos, existe siempre el riesgo de captura 
del sector público por parte de empresas o organizaciones no gubernamenta- 
les, nacionales o internacionales, muchas veces en forma explícita, a partir de 
acuerdos políticos de gobiernos con movimicntos sociales y grupos de ínterés 
que las apoyan. Cuando ocurren estas situaciones, la relación entre el poder 
ejecutivo y cstas organizaciones deja de ser profcsional y técníca, y adquiere di- 
mensiones polítícas e ideológicas que las hacen mucho más difíciles dc regular 
y supervisar (Sorj 2005). 

Las concesiones de servicio público, como los de infraestructura (caminos, 
puertos, aeropuertos), electricidad, transporte público y recolección de basura. 
entre otros, son distintas de las privatizaciones, por cuanto las actividades que 
tratan, aunque administradas privadamente, permanecen bajo el control y la su- 
pervisión del sector público. Las actividades privatizadas, en cambio, se tornan 
independientes y snjetas a la lógica de los mercados. La separación enixe atnbas 
formas, sin embargo, no es nítída, porque cl sector público sigue ejerciendo 
un poder de regulación y control sobre actividades privadas consideradas dc 
interés social. 



ControL regiilticiá)} y formtis geremiales del Ejemtivo 

El crecimiento y aumento de las funciones del poder ejecutivo han llevado a 
una bósqueda de nuevas formas de control y rcgufación, tanto dc la sociedad 
sobre eJ Ejecutivo, como de este último sobre sus agencias -los conti'oles de 
tipo horizontal, hechos enU'e las agencias públicas, y los controles verticales, 
de las agencias sobre sectores específicos de la actividad gubernamental, son 
ejemplos de esto. 

EI control de la sociedad sobre el Ejecutivo ocurre, desde luego, a travcs 
de tag elccciones, que evalúan de manera global el desempeño de los gobier- 
nos; a travcs de la accíón del Legislativo, que en algunos países riene poderes 
para evaluar y contestar acciones específicas, investigar los comportamientos y 
hasta desritthr a ministros o presidentes de la República -por ejemplo, a través 
de comisiones investigadoras del Parlamento y acusacíones constitucionales 
{impeacbment)-; o por cl propio poder judicial, que puede juxgar la legalidad 
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de actos abusivos y establecer una sanción criminal, Además. la mayoría tle las 
sociedades modernas poseen organismos y agencias independientes de control, 
como los ombudsman^ los auditores, los tribunales de cuentas o el Ministerio 
Público, responsables de acompañar en forma continua y permanenre los actos 
del poder ejecutivo en todos los niveles. Los aspectos positivos y negativos de 
estos diferentes mecanismos son discutibJes, pero la conclusión general es qne 
el formato legal resuka menos impartante que la culrura políticn y la institucio- 
nalidad eon que trabajan, que es lo que hace que estos mecanismos sean más o 
menos eficíentes. En América Latina, la eficiencia de estos controles suele ser 
limitada, muchas veces por la debilidad poli'tica de las instituciones de control, 
otras veces por la atención exclusiva puesta en los aspeetos formales y no sustan- 
tivos de la acción gubernamental, de vez en cuando por ]a lentítud de los proce- 
sos judiciales, y en algunas ocasiones por la corrupción o la falta de autononua 
política de estas instituciones (Melo 2007). Además de estos controles externos, 
el Ejecutivo tiene sus propios mecanismos internos de supervisión sobre las di- 
ferentes agencias que le son subordinadas y que, de alguna fonna, anticipan los 
controles externos a través de auditorías, inspectores y otros procedimientos. 

La insuficiencia de los controles procesales, que en el mejor de los casos 
garantizan que los funcionarios estén cumpliendo con la letra de la ley. pero 
nada dicen sobre Jos resultados que se logran ni sobre la eficiencia en el uso de 
recursos púhlícos, ha llevado en todas partes a la búsqueda de nuevas formas de 
regulación imerna que no son muy distintas al tipo de control que el sector pii- 
blico ejerce sobre instituciones privadas que actúan en régimen de concesión. 

En lo que se refiere al ámbito regulatorio, muchas veces el regulador no 
ejerce su control sobre la institución regulada a través de la stipervisión y con- 
trol directo de sus acciones, sino siguiendo a distancia sus resultados mediante 
indicadores de desempeño de diferentes tipos (Hood 2007; Hood y Scott 2000). 
Existen muchas cuestiones asociadas a estos nuevos procesos de gerencia y re- 
gulación, que van desde los mecanismos de selección de Jos reguladores hasta 
la explicitación y seguimiento de metas y objetivos que las agencias reguladas 
deben cumplir. L'na alternativa es radicar la regulación en un pequeño grupo de 
funcionarios públicos altamente profesionales e inmunes a presiones políricas, 
que puedan inclusive regular y controlar a los demás reguladores. Como, por 
otra parte, las áreas de actuación del poder púbhco suelen ser muy amplias o 
con características muy cspecíficas, según el caso, existe la tendencia opuesta de 
seleccionar a los reguladores entre los regulados, con. el riesgo consiguiente de 
captura de ]as agencias de regulación por paTte de estos últimos. Otro problema 
es el de la asimetría de informaciones, con los regulados más informados que 
los reguladores y, por eso mísmo, más capaces de hacer prevalecer sus pro- 
pios intereses. La regulación excesíva del sector privado puede tener efectos 
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perversos para la provisión de los servicios que la reglamentación pretende es- 
tiraular, cuando, por ejemplo, el controi de precios de determinados servicios 
aleja a los proveedorcs privados, 

Además de los controles que el Ejecutivo ejerce sobre sectores específicos 
en áreas como energía, transportcs, educación y saíud, la actuación del Ejecuti- 
vo, en coordinación con el poder judicial, tiene un papel de gran relevancia para 
la calidad del ambiente general en que se dan las transaccioncs económícas, así 
como para ia vida cotidiana de las personas. Esta cuestión ha sido examinada 
sobrc todo desde el punto de vista de las percepciones del sector empresaríal, 
en términos de las dificultades o facilidades que los agentes económicos en- 
cuentran para invertir en distintos países, en función de sus características de 
gobernal)i)idad. El Banco Mundial ha hecho un esfuerzo para orgaiiizar los in- 
dícadores disponibles en seis dimensiones, a saber: (i) voz y accountabUity, como 
indicadores de derechos polm'cos, civiles y humanos; (ii) incstabilidad polírica 
y violencia, incluido el terrorismo; (iii) eficacia del gobierno, en términos de la 
competencia técnica de los mismos y la calidad de los servicios públicos; (iv) 
peso reguiatorio y la existencia de polítiens hostiles hacia el sector privado; (v) 
ímperio de la ley, con indicadores sobre cumplimiento de contratos, funciona- 
miento de la policía, agihdad del sistema judicial y delincuencia; y (ví) control 
de la corrupción, desde las contravenciones cotidianas hasta la captura del Es- 
tado por parte de grupos criminales (Kaufmann y Kraay 2005). Hay una fuerte 
correlacíón entre estos indicadores y el nivel de renta de Ios países, quedando la 
duda sobre si es !a riqueza h que permite mejores condiciones de gobemabili- 
dad o, por el contrario, si es la gobernabilidad la que crea las condiciones para 
la equidad social y la ríqueza, cosa que los datos parecieran confirmar. 

La cuestión del papel relativo de la administración del Estado, del sector 
privado y de las organizaciones gubernamentales en la implementación de polí- 
ticas púhlicas en América Latina, así como de las díferentes formas de regulación 
y control, no puede ser analizada en términos de las preferencias ideológicas 
por uno u otro tipo de mstituciones, sino en términos de las funciones que se 
espera que los Estados cumplan en una sociedad democrática, con las limitacio- 
nes financieras e institucionales de la región. No hay duda de que cabe al sector 
público la responsabilidad de atender a las necesidades básicas de la población 
y garantizar el acceso de todos a los servicios básicos. No hay duda también 
de que existe mucha energía, competencia y recursos en el sector privado y en 
las organizaciones de la sociedad civil, que deben ser estimtilados y utilizados, 
no habiendo incompatibilidad, en principio, entre la búsqueda del lucro -o de 
un legítimo margen de ganancia- y la provisión de servicios púbiicos de cali- 
dad. Los problemas que pueden surgir en los procesos de privatizaaón y con- 
tratación externa de actividades públicas no son peores, en principio, que los 
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problemas que pueden surgir cunndo estas actividades permanecen encerradas 
en las burocracias públicas. Lo que distingue las buenas de las malas prácticas 
no son sus formatos, sino si el gobierno, en su actuación directa o indirecta, se 
orienta o no por los intereses más generalcs de la sociedad, a partir del manda- 
to político que ha recibido, y si lo hace con k mejor utilización posible de Jos 
recursos disponibles en la sociedad. 



El poder judicial 

Amériea Latina tiene una larga tradicíón de sistemas judiciales dependientes 
del poder ejecutivo y un complejo sistema legal heredado de España y Portugal 
mucho más orientado hacia garantizar los derechos mercantilistas de !os ímpe- 
rios que a defender a los ciudadanos contra el Estado reguíar ]as relaciones 
entre las personas en la sociedad civil. Las instítuciones jurídicas se han desarro- 
Uado más para garantixar los derechos de los sectores niás ncos de la población 
que de los ciudadanos como un todo. Aunque el prindpio de la universalidad de 
las normas jurídicas sea hoy aceptado en todos los países, los costos asociados a 
los procesos legales hacen que sea mucho más fácil para personas con recursos 
tener acccso a protección legal que para personas más pobres, que no tienen 
cómo dcfenderse (Tay)or 2006). 

La democracia ticne como condición esencial el pieno hmcionamiento del 
impcrio de la ley en sus diferentes dimensiones: la capacidad del poder judicial 
de poner límites a la acción de los demás poderes públicos, el efectivo acccso de 
los cíudadanos a la protccción legal y la estabilidad y razonable previsibiíidad 
de las decisiones iudiciaies, segiin la lcgislación y la jurisprudenáa existcntes. 
Para cumplir con sus funciones, el poder ¡udicial necesita ser autónomo en 
relación a los demás poderes del Estado, estar integrado por profesionales de 
carrera y contar con autoridad para administrar sus propios recursos. Estas son 
condiciones necesariaSj pero no suficientes, puesto que no garantizan por sí 
mismas que ias funciones del poder judicial se cumplan de forma adecuada. De 
]a misma manera que los demás poderes del Estado, el poder judícial también 
necesiu de mecanismos de control externo que asegurcn que sus funciones 
sean cumplidas plenamente. 

La primcra de estas funciones es la agilidad en las decisioncs y el acceso a 
la justicia en el caso de las personas con menos recursos, garantizando los de- 
rechos de todos y protegiendo a las personas contra el poder arbitrario de los 
gobernantes. Las razones por las cuales la justicia es lenta y cara, tienen nuicho 
que ver con la falta dc personal, infraestructura e instaíaciones adccuadas, pero 
también con prácticas procesales arcaicas que sobrccargan a los tríbunales y 
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hacen que los procesos legales se extiendan indefinidamente, a costos crecientes 
pai-a las partes. Sin embargo, la experiencia internacional muestrn que ei poder 
judicial puede ser mucho más efieiente, decidiendo con rapidez y sin atropellar 
los principios en que se basa la acción de la justicia. Ya cxiste hoy, dentro del 
poder judicial de la mayoria de los países de la región, amplia conciencia acerca 
de la necesidad de renovación, habiendo varias iniciatívas positivas en marcha, 
conio los nuevos sistemas de procedimíento criminal que han sido introducidos 
en los úkimos 1 5 años (Langer 2007). 

La segunda expcctativa es que el sístema legal proporcione un ambíente 
estabk y previsible para el hmcionamiento de la economía. Sí el dej-echo de 
propiedad no está debidamente garantizado, o si los contratos pueden ser bur- 
lados o desconocidos sin ciai'0 amparo en la ley, todo esto conduce a un fuerte 
desincentivo para las inversiones privadas de largo plazo. No hay cómo esperar 
comportamíentos totalmente prcvisibles por parte de jueces y tribunalcs, cuya 
función es, justamente, tomar decisiones en situaciones específicas marcadas 
por la incertidumbre, en relación a las cuales la aplicación de la íey no es clara. 
Pero esta función de interpretación no puede ser confundida con la noción 
-que rccíentemente se ha hecho corriente en algunos círculos legales- de que 
los jueces deben decidir de acnerdo a su propia idea dc lo que es justo o injusto, 
independientemente de Io que dice la ley, así como de la jurisprudencia segui- 
da por los tribunales supcriores- Aunque inspírado en buenas intenciones, este 
activismo jurídico tcrmtna por aumentar la ineficíencia de los sistemas legales, 
aumentando de esta íbi-ma la peirepción de inequidad. Al contrario, la expecta- 
tiva debe ser que, una vez csmblecida la jurisprudencia sobre determinados te- 
mas, casos semejantes scan resueltos de forma rápida, sin que los jueces tomen 
decisíones personales que abran camino para recursos y apelaciones, dilatando 
Ios plazos, aumentando los costos y manteniendo la incerndtimbi'e más allá de 
lo que sería razonable (Arida et al. 2005; Pinhcho 2001; Sadek 2001). 

El papel dc los trihunales de ¡usricia en cuanto a garantizar los derechos 
individuales -que es, demás está decírlo, de importancia fundamental- ha crea- 
do un nuevo problema, cual es el de la transferencia a dicho poder del Estado de 
decisiones que serían propias del poder ejecutívo o que debieran ser negociadas 
por las partes en el mercado (Cauri 2003). Un ejemplo típico de esto es el caso 
de las políricas de salud en Brasil, donde existc un principio consritucional de 
que todas las personas rienen derecho a atención médica gratuita en fimción de 
sus neccsídades. Lo cierto es, sin embargo, que los rccursos disponibles son li- 
mitados, restringen la disponibilídad de detenninados procedimientos y el uso 
de ciertos medicamentos. Esto ha Uevado a personas a recurrir a los tribunales 
de justicia, los que, a su vez, ordenan a las institucioues de salud cumplir con 
lo indicado por los médicos, restringiendo aun más los recursos disponibles 
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para otras prioridades. Decisiones como estas, de gran impacto económico, 
político e instítucional, jio pueden hacerse sin plena conciencia de sus costos e 
implicancias más profiindas, Ias qüe pueden resultar, á la larga, en la desorga- 
nización de los servicíos públicos, cuando no en la propia desmoralización del 
poder judicial. 



8, POR UNA NUEVA GOBERNABILIDAD 

La gobernabilidad que requiere América Latina debe resultar de la combinación 
de los elementos que garantjcen la legirimidad y la autoridad de los gobernan- 
tes, la participación de la ciudadanía y las necesidades técnicas u operaciona- 
les que los gobiernos necesitan para el cabal cumplimiento de sus fiinciones. 
Los gobiernos deben ser capaces no solo de atender las demandas y aspiracio- 
nes de corto plaxo de sus ciudadanos, sino también de asumir una perspcctiva 
de mediana y largo plazo para la construceion de una sociedad efectivamente 
democrática, productiva v competente. 

La cuestión de la legítimidad no pucde reducirse a la popularidad de ios 
gobiernos de rurno, reflejada en las eneuestas de opinión, las votacioncs ple- 
biscitarias o las movilizaciones callejeras. Son las instituciones, más que los 
gobernantes, las que necesitan tcner legitimidad para funcionar, aunquc las ins- 
tituciones no existen al margen de las personas que las integran y las dirigen. 
De nada sirve tener instituciones bíen diseñadas si sus titulares las utiíizan de 
forma destructiva y corrupta; de poco sirve tener personas competentes, con 
fuerte espíritu público y conciencia ética, sino existen instituciones donde cllas 
puedan poner en práctica sus virtudes. 

Por más sólidas que sean, la credibilidad y la confianza que la sociedad 
deposita en sus instituciones y gobernantes, estas neccsitan ser eonstantemente 
renovadas. Además de los controles institucionales a los cuaJes los gobernantes 
dcbcn someterse, ellos viven también bajo el escrutinio permanente de la opi- 
nión pública, que se expresa a través de los niedios de comunicación de masas, 
los partidos políticos, los análisis y evaluaciones de especialistas y creadores de 
opinión -dentro y fuera de los países-. y la vígilancia de un número creciente 
de organizaciones no gubernamentales, en el ámbito de la sociedad civü. Si en 
el pasado los gobernantes y administradores púbbcos podían oeultarse detras 
de la complejidad de los procedimientos administrativos y de la invocación, 
cuando fuere necesario, del principio de) «secreto de Estado», hoy es esenciai 
que los actos públicos sean transparentes y accesibles gracias a los recursos de 
las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC). Esto no sig- 
nifica que el concepto de razones e intereses de Estado, que requiere de sigilo, 
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haya desaparecido, sino que su uso debe ser reducido a lo rnínimo indispensable 
y estar siempre bajo el control de otros poderes. 

La necesidad que tienen los Estados modernos de lidiar con íos problemas 
sustanüvos que afectan a Ios derechos sociales de los ciudadanos, el funciona- 
miento adecuado de la economía y, cada vez má's, la capacidad de admmistrar 
los impactos dcl deterioro ambientai y de los cambios climáticos, crean una 
serie de situaciones nuevas que no existían cuando Ias funciones del Estado se 
limitaban, casi exclusivamente, a la garantía de las libertades individuales y del 
orden público. Iloy, los gobiernos necesitan, además de los recursos políricos y 
legales, de los conocimientos y recursos técnicos que existen en las empresas y 
comunidades profesionales cuya existencia trasciende los lífnkes de la burocra- 
cia pública y de las fronteras nacionales. Lo anterior rcquiere, a su vez, de un 
flujo constante de contactos, colaboración y apertura de los gobiernos a ideas 
y conocimicntos que vienen desde el exterior. En los años recientes, el ejemplo 
más notable de esto último es la cuestión del eambio clímático, que está entran- 
do en las agendas gubernamentales gracias a las alertas y la movilización de la 
comunidad científica especializada. 

El Estado también necesita incorporar las capacidades de la sociedad, a 
través de ias organizaciones de esta última, las que, cuando funcionan adecua- 
damente, dan a la actividad pública el contenido y la densidad que los gobiernos 
por sí mismos no logran tener. Esto es especialmente visiblc en áreas como la 
salud pública, )a cducación y la gestión de los espacios urbanos, y es también 
importante en pohticas dingidas a scctorcs sociales minoritarios o marginados. 
Finalmente, ei Estado necesita poder movilizar los recursos y la capacidad ge- 
rencial del secror privado, que tiene condiciones de hacer inversiones y proveer 
recursos qne el sector piiblico no siempre dispone por sí mismo. 

'lbdas estas relaciones de cooperación y asociación corren el riesgo de la 
captura del Estado por parte de grupos privados o de la sociedad civil, los que 
pueden hacer prevaleccr sus propios intereses particulares por sobre los inte- 
reses de la sociedad, Las posíbilidades de privatizacíón y apropiacíón de insti- 
tuciones y prograrnas públicos por parte de organizaciones gubernamentales, 
corporaciones profesionales y grupos de interés privados son síempre altas, así 
como es alto el riesgo de que políricos y administradores se transformen en 
defensores o intermediarios de los intereses de tales sectores. Para que esto no 
ocurra más allá de lo quc cs legftímo, es neeesario que las asociacioncs se hagan 
siempre en forma transparente, con mecanismos explícitos de control externo y 
supervisión. El Estado no puede, por sí nusmo, hacerlo todo, pero ello no es una 
razón para traspasar todo a manos de grupos de interés sectoriales o privados. 

La nueva gobernabilidad requiere tambicn de nuevas tbrmas de organiza- 
ción y dívisión del trabajo, las que puedeu requerir un rediseño de la manera 
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como las insdruciones públicas están constituidas, El Ejecutivo necesita tor- 
narse más eficiente, eliminando las estrncturas y los procedimientos burocrá- 
ticos superfluos, introduciendo prácticas modernas de gestión, fortaleciendo 
su capacidad de regiilación, así como su capacidad de acción de largo plazo. El 
Parlamento necesita fortalecer su legitimidad y su capacidad de legislar y fisca- 
iízar. El poder judicial necesita tornarse más ágil y fortalecer su credibilidad. La 
división del trabajo y la distribución dc rccursos cntre los diferentes niveles de 
gobierno necesitan ser revisadas, abriendo espacios para nuevos tipos de agen- 
cias v mecanismos de coopcración regional. Lograr una óptima arriculación 
entre ejecutivos presidencialistas, parlamentos políticamente fragmentados y 
sistemas de votación proporcional, que es la situación típica en América Latina, 
no es una cuestión ttivial, 

América Latina ha vivido siempre con una paradoja, como es, por una par- 
te, la creencia de muchos de que los gobiernos necesitan planear y comandar la 
economía y Ia vida social y, por otra, la realidad dc Estados endebles, poco Lnsti- 
tucionaiizados y capturados por diferentes combinaciones dc entidades públicas, 
bajo regímenes autoritarios o democráricos, intereses privados, redes clientelis- 
tas y arreglos poputistas. Después del fracaso del socialismo real, la idea de un 
Estado pianeador ya no encuentra mucbos adcptos entrc los especialistas, Io que 
no significa que el modelo liberal del Estado mínimo pueda mantenerse. Aun- 
que no sea posible prever y planear el futuro, es posible y nccesario trabajar y 
construir, en esa perspectiva, desarrollando fucntcs dc energía, creando sistemas 
de transportes y comunicaciones, administrando los complejos urbanos, forta- 
icciendo los sistemas educativos y la capacidad de investigación e innovación, y 
desarrollando insdtuciones que favore-zcan la auronomía, la iniciativa y la crea- 
tividad dc las ínstituciones privadasv de lasociedad civil. En los próximos años, 
muy probablemente será en el area del cambio climático y de la preservación del 
medio ambienie donde este papel acvivo y creativo de los Estados democráticos 
necesitará actuar más decididamente, liderando un esfuer^o creciente de coordi- 
nación dc toda la sociedad para hacer frcnte a las dificukades que se anuncian. 



9. conclüsión: la construcción de la democracia en 
Amírica Latina 

Esta visión somera de objetivos, realidades y de )o que aún falta para desarrollar 
y consolidar la democracia en America Latina mucstra que este será" un proceso 
largo, sujeto a aciertos y errorcs, avances y retrocesos, por el cual, sin embargo, 
es necesario transitar. Nuestra convtcción central de que los regímenes demo- 
cráticos consolidados e institucionalizados son, a largo plazo, los mejores y los 
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más capacitados para la creación dc riqueza y la reducción de la desiguaidad so- 
cial, no sicmpre parccicra verse confirmada en la práctíca. La democracia social 
tiene altos costos y poca flexibilidad para adaptarse a los cambios tecnológicos 
y económicos t]ue puedan afectar el cstilo y nivel de vida de la población. Por 
orro lado, el crecimiento económico que se ha observado en muchos países de 
la región, en los comienzos del síglo XXI, estimulado en gran parte por cl cre- 
cimiento económico de China, pareciera tcncr menos que ver con la calidad de 
sus sistemas institucionales que con la disponibilidad de recursos naturales, del 
desarrollo agrícoia y de la mano de obra barata. L¡) misma China, a pesar de los 
avances significativos en las dlcimas décadas, tanto en térnhnos de libertad eco- 
nómica como de libertadcs individuales, es todavía un régimen político cerrado 
y autoritario. No obstante,sin una democracia efectiva, la sociedad no aprende 
a hacer buen uso de la riqueza ni a distribuir los beneficios del crecimiento 
económico de manera equitativa. Los regímenes democráticos son los únicos 
que permiten la acumulaeión del aprendizaje de la convivencía, así como los 
más capaces de hacer uso de la competencia intelectual y del comportamiento 
ético de sus ciudadanos, en la forma de relacíonarse de unos con otros y con 
la sociedad como un todo, Las democracias son jmperfectas, y las democracias 
latinoamericanas más imperfectas aún. Es necesario, sin embargo, persistir en 
la tarea de mejorarias cada vez más, sin ignorar que la imperfección es parte 
indisoluble de la condíción humana. 
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